Suprema Corte dispuso

procedimiento disciplinario

respecto de la actuación de Colmenero

Montevideo, 20 de febrero de 2004, de DICOMI-SCJ.- La Suprema Corte de Justicia dispuso iniciar un procedimiento disciplinario respecto de la actuación del Juez Letrado de Primera Instancia de Carmelo de Primer Turno, Dr. Carlos Colmenero. Se resolvió, además, separar de su cargo al magistrado y retener la mitad de su salario. El instructor designado para llevar adelante esta instancia es el Ministro del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de Primer Turno, Dr. Jorge Ruibal Pino. 

También se dispuso dar cuenta a los ministerios del Interior y de Educación y Cultura advirtiendo de eventuales irregularidades y omisiones en la actuación de funcionarios dependientes de dichas carteras, remitiéndose a los respectivos jerarcas testimonio de lo actuado a los efectos que hubiere lugar. Todo ello sin perjuicio de otras consecuencias que resulten de la investigación sumarial que se ha dispuesto.

La resolución 17 de 20/02/04 dictada por el máximo órgano del Poder Judicial establece que si bien se descartan múltiples imputaciones contra el Dr. Colmenero, surgen elementos que hacen procedente la iniciación de un procedimiento disciplinario exclusivamente en lo que se refiere al “enlentecimiento y distorsión del caso Martínez. Vínculo personal del Dr. Colmenero con el Sr. Piriz Brum”, lo cual encuadraría, en principio, en la infracción tipificada en el apartado 1º del art. 112 de la Ley 15.750.

La separación del cargo se impuso a efectos de no entorpecer la indagatoria.

El Ministro de la Suprema Corte de Justicia, Dr. Pablo Troise, se expidió conforme con la opinión de la mayoría aunque agregó algunas precisiones que entendió necesarias.

Por su parte, el Dr. Hipólito Rodríguez Caorsi se mostró discordante con la resolución en mayoría, aunque resultó conforme con los fundamentos expuestos en la Resolución que antecede respecto de la iniciación del sumario con separación del cargo, salvo en cuanto cree que no debiera darse vista al Ministerio del Interior.

Rodríguez Caorsi señaló que le llamaba la atención que “alguno de los funcionarios policiales investigadores intervinientes desarrollen sus funciones, no ya en relación con sus jerarcas naturales (Jefaturas de Policía – Ministerio del Interior) sino con una estrecha vinculación con la Fiscalía de Corte, en el invocado marco de un Convenio de Cooperación Interinstitucional Ministerio Público – Ministerio del Interior (lo que surge de la propia declaración del Crio. Insp. De los Santos)”.

Rodríguez Caorsi recordó que “como ya es una tradición jurídica en nuestro país, las dependencias policiales del Ministerio del Interior realizan sus investigaciones de acuerdo a las órdenes impartidas por los magistrados, siendo auxiliares de éstos” por lo que “el mencionado Convenio implicaría de suyo una distorsión grave de las funciones de los órganos mencionados”.

Añadió que “las actuaciones de los funcionarios policiales De los Santos y Hernández generan serias reservas, tanto que el propio instructor Dr. Corujo no pudo dejar de formular la pregunta al Crio. De los Santos de si grabó una conversación que mantuvo con el Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia –Dr. Parga-, al observar que se refería a la misma como textual y entre comillas, obteniendo una negativa rotunda de aquél, lo que plantea la eventual hipótesis de grabaciones ilegales”.

Rodríguez Caorsi aseguró que “en lo que respecta a las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, este tipo de actuaciones deben llevarse adelante en el marco de un respeto institucional y de la seriedad que ello implica”.

Añadió que De los Santos y Hernández iniciaron “una suerte de campaña mediática con graves acusaciones un día sí y otro también, como lo hicieron a través de trascendidos primero, y estruendosas declaraciones en algunos medios de prensa después respecto del Dr. Colmenero. Al respecto dijo que “son actitudes cuestionables  y ese cuestionamiento se torna más severo cuando luego el Ministro del Interior prosigue con dicha actitud, con acusaciones no ya al denunciado en primera instancia, sino además a los integrantes de este Cuerpo (la SCJ) y a la magistratura en general, todo ello antes que se tuviera el tiempo material para estudiar, diligenciar y llevar adelante una investigación al respecto (siendo esto de público y notorio conocimiento a través de la Prensa)”. Añadió que ello “no puede tolerarse en silencio”.
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